


 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO SESENTA DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ D.C. 

(ACUERDO PCSJA18-11127 DE 12 DE OCTUBRE DE 2018) 

 

Bogotá, D. C., junio 8 de 2020 

 
Proceso verbal sumario adelantado por INTEGRA CADENA DE SERVICIOS S.A.S. en 

contra de LOGINSA COLOMBIA S.A.S. Radicación nro. 11001400307820180041400. 

Actuación: sentencia anticipada. 

 

Cumplido el trámite de rigor, encontrándose los presupuestos procesales, 

legitimados los extremos de la litis tanto por activa como por pasiva, no existiendo 

pruebas pendientes por practicar y al no observar causal de nulidad que invalide 

lo actuado, se torna procedente proferir sentencia que defina el fondo del asunto. 

 

ANTECEDENTES 

 

INTEGRA CADENA DE SERVICIOS S.A.S., por intermedio de apoderado judicial, 

impetró demanda verbal en contra de la sociedad LOGINSA COLOMBIA S.A.S., 

para que se declare la legalidad del derecho de retención utilizado para sufragar 

el saldo adeudado por la pasiva por concepto de transporte de mercancías en 

cuantía de $25.039.018 pesos moneda legal colombiana.  

 

De acuerdo con los hechos relevantes, la parte actora señaló que prestaba 

servicios de transporte de mercancías a la demandada desde el 30 de mayo de 

2017. Producto de dicha relación comercial la compañía LOGINSA COLOMBIA 

S.A.S. adeuda la suma de $25.039.018 pesos moneda legal colombiana, por lo que 

se procedió a retener los bienes relacionados en el acta número 001 de propiedad 

de Falabella (sic). 

 

El demandado se enteró a través de curador ad- litem, quien al contestar la 

demanda presentó como excepciones la “falta de los requisitos del artículo 1033 

del Código de Comercio para ejercer el derecho de retención”, “falta de 

legitimación en la causa por pasiva”, “falta de título ejecutivo” y “excepción 

genérica”.  

 



De acuerdo con el curador ad-litem no se encuentra probada la relación 

contractual, el valor que presuntamente se adeuda no está acreditado y no existe 

certeza de que las mercancías retenidas correspondan a las relacionadas en los 

manifiestos de carga nro. 0017923 y 0017926. Adicionalmente, los manifiestos de 

carga que se relacionan en la comunicación remitida al demandado el 17 de 

octubre de 2017 no corresponden a los allegados con la demanda y la 

comunicación no discrimina ni el valor, ni los bienes.  

 

Señaló que en la demanda se reconoce la propiedad de las mercancías en 

cabeza de un tercero, pero en los manifiestos de carga se aduce como remitente 

y destinatario Loginsa Colombia S.A.S. Ninguno de los documentos aportados viene 

firmado, los manifiestos son copia simple, no se adosó contrato de transporte, carta 

de porte o conocimiento de embarque, ni factura cambiaria, remesa terrestre o un 

documento que permita acreditar la obligación. 

 

De los medios defensivos presentados se corrió traslado a la parte actora, quien en 

el lapso otorgado se opuso allegando los manifiestos de carga nro.00118118, 

0018137 y 0018126 con fecha de creación 31 de mayo de 2017 y sus 

correspondientes remesas. Señaló que en lo que respecta a la obligación 

generada entre las partes la misma se acredita con la factura de venta nro. OS965 

de fecha 1 de mayo de 2017 por valor de $26.045.000 pesos moneda legal 

colombiana, la que fue ajustada a $25.039.018 pesos, con el correspondiente 

cotejo y constancia de envío por la empresa INTERRRAPIDISIMO S.A. 

 

Aportó copias de las remesas terrestres organizadas por fechas con la 

correspondiente planilla, pudiendo verificar los valores de cada operación. En lo 

relacionado con la legitimación, señaló que en el plenario obra respuesta por parte 

de la sociedad Falabella, quien refiere no tener ningún derecho sobre la 

mercancía. Con ello pretende desvirtuar las excepciones planteadas.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El contrato de trasporte fue definido por el legislador comercial en el artículo 981 

como el convenio “por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, 

a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y 

en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario. Para su 

perfeccionamiento se requiere el solo acuerdo de las partes y se prueba conforme 

a las reglas legales”. 

En lo que respecta al trasporte de cosas, el Código de Comercio estableció que 

son partes del convenio el transportador y el remitente, pero que también hará 

parte el destinatario cuando acepte el respectivo contrato (art. 1008 del C. Co). En 



esta relación tripartita, el transportador es la persona que recibe las mercancías 

objeto del contrato para conducirlas y entregarlas; el remitente es quien se obliga 

por cuenta propia o ajena a entregar las cosas para que sean conducidas, en las 

condiciones de tiempo, modo y lugar pactados; y el destinatario a quien se envían 

las cosas, con la salvedad que en una persona puede recaer la calidad de 

remitente y destinatario. 

En relación con el pago o flete y los demás gastos que se generen por la 

conducción de la cosa, salvo pacto en contrario, estos deben ser asumidos por el 

remitente, acreencia de la que será solidariamente responsable el destinatario 

desde el momento en que reciba las mercancías (art. 1009 Ib.) 

El punto objeto de controversia está relacionado con el derecho de retención que 

es alegado por el demandante. Este derecho fue previsto por la legislación 

mercantil en lo siguientes términos: 

“El transportador podrá ejercer el derecho de retención sobre los efectos que 

conduzca, hasta que le sean pagados el porte y los gastos que haya suplido. 

Este derecho se transmitirá de un transportador a otro hasta el último que debe 

verificar la restitución. 

Pasados treinta días desde aquel en el cual el remitente tenga noticia de la 

retención, el transportador tendrá derecho a solicitar el depósito y la venta en 

martillo autorizado de las cosas transportadas, en la cantidad que considere 

suficiente para cubrir su crédito y hacerse pagar con el producto de la venta, con 

la preferencia correspondiente a los créditos de segunda clase, sin perjuicio de lo 

que pactaren las partes” (art. 1033 C. Co.). 

Del mismo modo, el art. 1044 del C.Co. estableció que el derecho de retención 

podrá ejercerse en relación con deudas exigibles del mismo remitente o del mismo 

destinatario según el caso, derivadas de contratos de transporte anteriores, siempre 

que entre las partes existan relaciones de la misma índole y que los débitos 

provenientes de los servicios prestados y los créditos por los abonos hechos se lleven 

bajo una misma cuenta. 

Con este marco de referencia, le corresponde a este despacho determinar si en el 

presente asunto se cumplen los presupuestos exigidos por el legislador para dar 

paso a la retención de las mercancías que, aduce el actor, se transportaban para 

la compañía Loginsa Colombia S.A.S.  

La retención de mercancías tiene como presupuesto de validez la existencia de 

relaciones contractuales sucesivas de la misma índole; que lo que se retenga 

corresponda con las mercancías que se estén conduciendo; que exista una deuda 

por el porte y los gastos suplidos por el transportador; que se acredite el envío de la 



comunicación al remitente, en los términos dispuestos en el art. 1033 del C.Co, y 

que los eventuales abonos se lleven bajo una misma cuenta. 

Frente a la relación contractual entre las partes el despacho no tiene reparo en 

que efectivamente existía un contrato de transporte entre los extremos de la litis, 

pues pese lo reprochado por el curador ad- litem de la falta de los documentos 

que refiere el artículo 1021 del C. de Co., lo cierto es que se cuenta con libertad de 

probar con otros documentos dicho convenio. En el expediente figuran manifiestos 

electrónicos, remesas y una factura por concepto de transporte que da cuenta de 

la relación contractual entre las partes. 

 

Ahora bien, el legislador prevé que la retención se realiza sobre las mercancías que 

se conduzcan, para el pago del porte y los gastos suplidos por el transportador. Sin 

embargo revisado el plenario no obra prueba documental u otro medio que lleve 

al convencimiento de que la suma de $25.039.018,oo reclamada por la actora, se 

deriva de los gastos incurridos por el transportador de las mercancías en los 

manifiestos de carga nro. 0018118, 0018137 y 0018126, que son los documentos en 

los que la parte actora fundamenta la existencia de lo adeudado. Nótese que la 

suma de los manifiestos citados que fueron allegados al descorrer las excepciones 

(fls.74 a 76) tan solo ascienda a $1.997.452 y que tampoco hay coincidencia 

respecto de los bienes que se relacionan en el acta obrante a folio 7.  

Sumado a lo anterior, se pretende justificar el monto reclamado con la copia de la 

factura de venta nro. OS965 de 1 de junio de 2017, que según el documento que 

milita a folio 82 corresponden a distintas operaciones entre el 20 de abril al 20 de 

mayo de 2017, sin que por la fecha corresponda a los manifiestos de carga nro. 

0018118, 0018137 y 0018126. Adicionalmente, de la comunicación dirigida al 

remitente de las mercancías en la que, presuntamente, se informa la retención de 

los bienes, brilla por su ausencia la prueba de entrega o recepción efectiva del 

destinatario, pues para el despacho, el solo sello de copia cotejada por la empresa 

inter-rapidísimo no constituye prueba ni del envío ni de la recepción del documento 

obrante a folio 8.  

En consecuencia de lo anterior, tiene vocación de prosperidad la excepción 

denominada “falta de los requisitos del artículo 1033 del código de comercio, para 

ejercer la retención”, por lo que el despacho se abstiene de estudiar los demás 

medios defensivos presentados (cfr. art. 282 CGP).  

Atendiendo lo expuesto, el Juzgado 60 de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley. 

RESUELVE: 



 

PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de “falta de los requisitos del artículo 

1033 del código de comercio para ejercer la retención”, por las razones expuestas 

en la parte motiva de esta decisión. 

 

SEGUNDO: NEGAR las pretensiones de la demanda.   

 

TERCERO: CONDENAR en costas a la parte actora. Se señala como agencias en 

derecho la suma de UN MILLÓN DOSCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($1.200.000). La 

secretaría de este despacho proceda de conformidad. 

 

 

 

 

 

MAURICIO DE LOS REYES CABEZA CABEZA 

Proyectó: Alexandra Fonseca JUEZ 

 
 

 
 
 

 

 

Juzgado Sesenta de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Bogotá D.C. 

 
La sentencia anterior se notificó por estado 
electrónico 
 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO SESENTA DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE BOGOTÁ D.C. 

(ACUERDO PCSJA18-11127 DE 12 DE OCTUBRE DE 2018) 

 

Bogotá, D. C., 8 de junio de 2020 

 

Proceso ejecutivo adelantado por el CENTRO COMERCIAL LAS AMERICAS –

PROPIEDAD HORIZONTAL en contra del señor FRANCISCO JAVIER LÓPEZ MONTOYA. 

Radicación nro. 1100140030782019-01610-00 

Actuación: sentencia anticipada.    

 

Cumplido el trámite de rigor procede el despacho a proferir la sentencia 

anticipada que en derecho corresponda(cfr. numeral 2º del art. 278 del C.G.P.). 

 

SÍNTESIS DE LA DEMANDA y SU CONTESTACIÓN 

 
El CENTRO COMERCIAL LAS AMERICAS PROPIEDAD HORIZONTAL, por intermedio de 

apoderado judicial, impetró demanda ejecutiva contra FRANCISCO JAVIER LÓPEZ 

MONTOYA, para que se librara a su favor mandamiento de pago por las sumas de 

dinero indicadas en el libelo. 

 
Como fundamento de sus pretensiones indicó que el señor Francisco Javier López 

Montoya es el actual propietario del local comercial 205 que forma parte del 

Centro Comercial las Américas y que de acuerdo con la certificación expedida 

por la administración de la copropiedad, a 31 de agosto de 2019, adeuda la suma 

de $29.339.505 pesos moneda legal colombiana, por concepto de expensas 

ordinarias de administración causadas desde enero de 2007. 

 

El demandado se enteró personalmente y presentó la excepción denominada 

“prescripción de las cuotas de administración”. En su criterio, de acuerdo con el 

artículo 2535 del Código Civil, las obligaciones se extinguen por el paso del tiempo 

y la falta del ejercicio de las acciones. Por ello, considera que las expensas 

anteriores a septiembre de 2014 se encuentran afectadas por la prescripción 

extintiva. 

 

En el mandamiento de pago se persiguen cuotas de administración de enero de 

2007 hasta agosto de 2019, las que se hicieron exigibles desde el primer día del mes 

siguiente de cada cuota cobrada, la demanda se presentó el 19 de septiembre de 

2019, por lo que lo anterior al 19 de septiembre de 2014 se afectó con la 

prescripción, sin que exista renuncia, ni interrupción de la prescripción. 

 



De la excepción propuesta se corrió traslado a la parte actora, quien en el lapso 

otorgado guardó silencio. 

 

CONSIDERACIONES 

 
Encontrándose presentes los presupuestos procesales, legitimados los extremos de 

la litis tanto por activa como por pasiva y al no observar causal de nulidad alguna 

que invalide en todo o en parte lo actuado, se torna procedente proferir esta 

sentencia que defina el fondo del asunto planteado a la jurisdicción.      

El juicio ejecutivo reclama desde su inicio la presencia de un documento que 

contenga una obligación clara, expresa, exigible, proveniente del deudor o de su 

causante y constituya plena prueba contra él, como lo señala el artículo 422 del 

Código General del Proceso.  

Según la certificación de deuda expedida por la administradora del Centro 

Comercial las Américas –Propiedad Horizontal- (fl. 3 a 6), el demandado está en 

mora de cancelar las expensas comunes ordinarias de administración causadas 

desde enero de 2007 a agosto de 2019. Este documento relaciona de forma clara 

y expresa las mensualidades vencidas, el concepto, el valor y su fecha de 

exigibilidad, de manera que cumple con los presupuestos legales que establece el 

art. 422 del CGP, en concordancia con el art. 48 de la Ley 675 de 2001.  

Según esta última disposición, para el cobro de multas u obligaciones pecuniarias 

derivadas de expensas ordinarias y extraordinarias, con sus correspondientes 

intereses, el título ejecutivo contentivo de la obligación lo será “solamente el 

certificado expedido por el administrador sin ningún requisito ni procedimiento 

adicional (…)”, reiteración que hace el inciso 2º del artículo 79 ibídem. Por lo 

anterior, surge con claridad la pertinencia de la orden de apremio, al hallarse 

presente un documento con las exigencias previstas por el legislador. 

 

Ahora bien, enterado el deudor, a través de apoderado judicial, formuló como 

excepción la “prescripción de las cuotas de administración”, la que fundamentó 

en que las cuotas de administración adeudadas prescribieron, dado que el término 

extintivo establecido en el artículo 2536 del Código Civil se consumó para las 

expensas causadas de enero de 2007 a septiembre de 2014. 

 

Teniendo en cuenta que esta acción se soporta en un título ejecutivo, el plazo de 

la prescripción lo establece el artículo 2536 del Código Civil, norma que antes de 

la modificación introducida por la Ley 791 de 2002 –vigente a partir del 27 de 

diciembre de 2002 - establecía como término de prescripción de la acción 

ejecutiva 10 años, y con la ley 791 mencionada dicho lapso se disminuyó a 5 años. 

 

En el libelo se señaló que el deudor no cancela cuotas de administración a partir 

del mes de enero de 2007, por lo que las mismas prescribirían a partir de enero de 

2012. Ahora bien, revisado el plenario se observa que la demanda fue presentada 



el 19 de septiembre de 2019 (fl.38), esto es, cuando ya habían prescrito las cuotas 

ordinarias causadas de enero de 2007 a septiembre de 2014, sin que la 

presentación de la demanda cumpliera con interrumpir el lapso extintivo, pues 

dicha circunstancia se da, siempre y cuando, en un principio el término de 

prescripción aún no se haya cumplido.  

 

Por lo anterior, las expensas causadas entre enero de 2007 a septiembre de 2014 se 

encuentran extintas por el fenómeno prescriptivo, sin que exista argumento del 

actor que desvirtúe tal circunstancia, más aun, cuando permaneció en silencio al 

momento de correrse traslado de las excepciones propuestas. 

 

Ahora, en lo que respecta a las expensas causadas y no pagadas entre octubre 

de 2014 y agosto de 2019, la demanda se logró presentar antes de su prescripción. 

Conforme al artículo 94 del Código General del Proceso la presentación de la 

demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la 

caducidad, siempre que el mandamiento ejecutivo se notifique al ejecutado 

dentro del término de 1 año contado a partir del día siguiente a la notificación que 

se haga al ejecutante de tal proveído.  

  

El líbelo se presentó el día 19 de septiembre de 2019 y la orden de pago se libró el 

16 de octubre 2019, notificándose por estado al ejecutante al día siguiente. Por su 

parte, al ejecutado Francisco Javier López Montoya se le notificó el mandamiento 

de pago el día el 17 de octubre de 2019, como consta a folio 43, de donde surge 

concluir que la formulación de la demanda sí logró interrumpir el término 

prescriptivo, pues se notició al deudor dentro del término del año, de manera que 

no se consumó la prescripción frente a las obligaciones referidas.  

 

Por consiguiente, se deberá declarar parcialmente probada la excepción de 

prescripción, de conformidad con lo expuesto en precedencia, y se ordenará 

seguir adelante la ejecución, en los términos dispuestos en esta sentencia.  

 

Atendiendo lo expuesto, el Juzgado 60 de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley. 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR probada parcialmente la excepción de “prescripción de las 

cuotas de administración” respecto de las cuotas de administración causadas de 

enero a 2007 a septiembre de 2014, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta decisión. 

 

SEGUNDO: ORDENAR seguir adelante la ejecución en la forma y términos dispuestos 

en el mandamiento de pago, teniendo en cuenta lo dispuesto en precedencia.   

 



TERCERO: DECRETAR el avalúo y posterior remate de los bienes embargados y 

secuestrados dentro del presente proceso y los que en el futuro fueren objeto de 

cautela.  

 

CUARTO: ORDENAR se practique la liquidación del crédito en la forma y términos 

previstos en el artículo 446 del Código General del Proceso.  

 

QUINTO: CONDENAR en costas a la parte ejecutada. Se señala como agencias en 

derecho la suma de TRESCIENTOS TRECE MIL TRESCIENTOS PESOS M/CTE 

($313.300,oo). La secretaría de este despacho proceda de conformidad. 

 

 

 

 

 

 

MAURICIO DE LOS REYES CABEZA CABEZA 

JUEZ 

 

 
Proyectó: Alexandra Fonseca 

 
 

 

Juzgado Sesenta de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Bogotá D.C. 

 

La sentencia anterior se notificó por 
estado electrónico. 
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